El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / CARÁCTER FUNDAMENTAL / GASTOS DE TRANSPORTE / REQUISITOS.
Tales gastos de transporte no hacen parte del plan de servicios de sanidad militar y policial. La jurisprudencia constitucional los ha reconocido siempre y cuando se reúnan algunos requisitos que fueron reiterados en la sentencia T-233 de 2011…
“(i) el procedimiento o tratamiento debe ser imprescindible para asegurar el derecho a la salud y la integridad de la persona. Al respecto se debe observar que la salud no se limita a la conservación del conjunto determinado de condiciones biológicas de las que depende, en estricto sentido, la vida humana, sino que este concepto, a la luz de lo dispuesto en los artículos 1° y 11 del Texto Constitucional, extiende sus márgenes hasta comprender los elementos requeridos por el ser humano para disfrutar de una vida digna (ii) el paciente o sus familiares carecen de recursos económicos para sufragar los gastos de desplazamiento y (iii) la imposibilidad de acceder al tratamiento por no llevarse a cabo el traslado genera riesgo para la vida, la integridad física o la salud del paciente, la cual incluye su fase de recuperación.” 

En el caso bajo estudio no se cumplen todas las reglas citadas en la sentencia transcrita. En efecto, aunque debido a las condiciones especiales del menor, los servicios médicos que le ordenen resultan imprescindibles para recuperar su salud, tal como lo concluyó el funcionario de primera instancia, en la demanda se dejó de hacer referencia a la ausencia de recursos económicos por parte de la familia para asumir el costo de transporte… 

De todas formas, en este caso no se encuentra acreditada esa insuficiencia económica, pues se indicó por el Jefe Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional que el padre del menor se desempeña como patrullero de la Policía y que sus ingresos equivalen a $1.517.834,74, más subsidios…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos 


Pereira, octubre dieciséis (16) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 404 del 16 de octubre de 2018


Expediente No. 66001-31-03-002-2018-00595-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la señora Yindri Marcela Pereira Daza, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 5 de septiembre, en la acción de tutela que instauró la recurrente, con la coadyuvancia de la Defensoría del Pueblo, en representación de su hijo Samuel Ríos Pereira, contra la Policía Nacional, la Dirección de Sanidad de esa entidad y el Ministerio de Defensa, a la que fue vinculada la Dirección de Sanidad de la Policía Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Narró la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Durante lo que va corrido este año, los médicos que tratan a su hijo, le ordenaron los siguientes servicios de salud: a) ecocardiograma pediátrico, con carácter prioritario; b) iontoforesis (cloro) post estimulación con pilocarpina; c) radiografía de colon por enema con doble contraste; d) potenciales evacuados auditivos que incluye curva de función intensidad-latencia de onda (umbrales electrofisiológicos con estímulo clic), estado estable de multifrecuencia de latencia media con respuesta auditiva TAR; e) ortopedia infantil; f) cirugía pediátrica por fimosis; g) oftalmología pediátrica por estrabismo y h) consultas por optometría, neumología y otorrinolaringología.
1.2 En respuesta a las peticiones formuladas para obtener se autorizaran esas prestaciones, le manifestaron que se requería contratar con entidades de segundo, tercero y cuarto nivel. Empero a la fecha “no han contratado con las entidades y colocan en peligro del menor”.
2. Considera vulnerado el derecho a la vida de su hijo y para su protección, solicita se ordene a las entidades demandadas brindarle los referidos servicios, lo que  también pidió como medida provisional, y garantizarle una atención integral que incluya todos los exámenes, medicamentos, citas, traslados de ida y regreso de su residencia a los centros de salud en los cuales deba ser atendido y demás servicios que se encuentren o no en el POS, hasta cuando se logre la recuperación total de su enfermedad de prematurez extrema y displasia broncopulmonar.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 23 de agosto último se admitió la tutela, se ordenó vincular a la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional y se accedió al decreto de la medida provisional solicitada.
2. Solamente se pronunció el Jefe Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional. Señaló que en esa sede únicamente se atienden servicios del nivel ambulatorio y por tanto, es necesario contratar con diferentes entidades para la prestación de los del segundo y tercer nivel de complejidad, para lo cual se debe adelantar el trámite señalado en la Ley 80. En el caso concreto, se procedió a autorizar y a librar las órdenes de servicio externo para brindar las prestaciones médicas recomendadas al accionante. Frente a la solicitud de cobertura de los gastos de transporte dijo que este tipo de asistencia no se encuentra establecida para el subsistema de salud de las Fuerzas Militares y que el menor no requiere de un transporte especial, es decir que él puede trasladarse en transporte público, motivo por el cual acceder a esa petición, además de constituir una amenaza al derecho a la igualdad de los usuarios que se encuentran en similares condiciones, sería una decisión desproporcionada si se tiene en cuenta que la asignación mensual que percibe su padre, como patrullero de la Policía, asciende a $1.517.834,74, más subsidios. Finalmente, en relación con el tratamiento integral, señaló que el amparo resulta improcedente para proteger hechos futuros e inciertos. 
Solicitó negar las pretensiones de la demanda o, en subsidio, autorizar el recobro ante el Fosyga por los servicios NO POS que eventualmente deba suministrar.
3. Mediante sentencia del 5 de septiembre pasado, el Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira otorgó el amparo solicitado, ordenó al Director de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda, garantizarle al menor Samuel Ríos Pereira el tratamiento integral para el manejo de sus de patologías de prematurez extrema y displasia broncopulmonar, declaró el hecho superado respecto de la autorización de los servicios de salud requeridos y negó la pretensión del reconocimiento de los gastos de transporte.

Para decidir así, estimó que: a) en este caso se superaron las circunstancias que amenazaban los derechos del menor, pues de conformidad con lo manifestado por el Jefe Seccional de Sanidad de la Policía ya se habían expedido las autorizaciones por los servicios médicos ordinados, circunstancia que fue confirmada por la promotora de la acción, quien manifestó que se había dado cumplimiento a lo ordenado en la medida provisional decretada; b) la atención integral es una medida necesaria para reestablecer la salud del menor teniendo en cuenta que las enfermedades que sufre ponen en riesgo su vida, se trata de un sujeto de especial protección y la entidad solo procedió a autorizar los servicios ordenados luego de que su progenitora se viera obligada a instaurar la acción de amparo; c) se incumplen los requisitos jurisprudenciales para otorgar el transporte desde el lugar de residencia hasta los centros de salud pues, según lo informado por la entidad accionada, el padre del niño percibe una asignación básica mensual superior al salario mínimo legal. Así mismo en la demanda se dejó de manifestar la necesidad de ese servicio, ni la razón por la cual su familia no puede asumir su costo y d) se abstuvo de pronunciarse sobre la solicitud de la entidad accionada dirigida a que se facultara la acción de recobro, pues en estos casos el juez de tutela debe resolver sobre la protección de los derechos fundamentales y no respecto de situaciones de tipo administrativas entre las entidades que conforman el sistema de salud.    
4. Inconforme con esa sentencia, la promotora del amparo la impugnó. Expresó que carece de capacidad económica para asumir los gastos de transporte desde su vivienda hasta la IPS que ordene el médico tratante, ya que no convive con el papá de su hijo, quien desde el mes de junio pasado se desentendió de sus obligaciones parentales, y por eso depende de la ayuda que le brindan sus padres.   
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Se considera acertado el fallo de primera instancia que concedió el amparo solicitado para proteger la salud del accionante, que es una persona de especial protección y padece de enfermedades particularmente graves, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que le otorga el carácter de fundamental a tal derecho, de manera autónoma, sin que necesariamente deba estar en conexidad con otro que participe de tal naturaleza
.

3. Teniendo en cuenta el argumento expuesto por la recurrente, corresponde a esta Sala determinar si se cumplen los presupuestos necesarios para ordenar a las entidades demandadas el suministro de los gastos de transporte que requiera el menor para desplazarse desde su residencia hasta los centros de salud en los que deba recibir atención.
4. Tales gastos de transporte no hacen parte del plan de servicios de sanidad militar y policial. La jurisprudencia constitucional los ha reconocido siempre y cuando se reúnan algunos requisitos que fueron reiterados en la sentencia T-233 de 2011, así:
“El traslado de pacientes de su domicilio a la institución donde debe ser prestado el servicio de salud que requiera y que no puede ser cubierto por la entidad de salud a la cual se encuentra afiliado debe correr por cuenta del usuario o sus familiares. Empero, en ciertos casos especiales, dadas las circunstancias del paciente, es posible que las propias entidades de salud asuman gastos de traslado de manera excepcional con el fin de garantizar el derecho de accesibilidad a los servicios necesitados. En dichos eventos se debe verificar que:
“(i) el procedimiento o tratamiento debe ser imprescindible para asegurar el derecho a la salud y la integridad de la persona. Al respecto se debe observar que la salud no se limita a la conservación del conjunto determinado de condiciones biológicas de las que depende, en estricto sentido, la vida humana, sino que este concepto, a la luz de lo dispuesto en los artículos 1° y 11 del Texto Constitucional, extiende sus márgenes hasta comprender los elementos requeridos por el ser humano para disfrutar de una vida digna
 (ii) el paciente o sus familiares carecen de recursos económicos para sufragar los gastos de desplazamiento
 y (iii) la imposibilidad de acceder al tratamiento por no llevarse a cabo el traslado genera riesgo para la vida, la integridad física o la salud del paciente, la cual incluye su fase de recuperación
.” 

…
En suma, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse o cuando no autoriza el transporte necesario para acceder al tratamiento prescrito por el médico tratante. Ha precisado la jurisprudencia que es irrelevante si algunos de los servicios en salud son POS y otros no, en tanto “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle” 
.
En este caso, la omisión en la prestación del servicio se predica de la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares. En virtud del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional se sujetan a un régimen especial de salud, al cual se encuentra afiliado tanto el personal militar como el civil en los supuestos que establece la correspondiente normatividad (artículos 19 de la Ley 352 de 1997 y 23 del Decreto 1795 de 2000). Según lo establecido por el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, el objeto del Sistema es prestar el Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios 
.”
En el caso bajo estudio no se cumplen todas las reglas citadas en la sentencia transcrita. En efecto, aunque debido a las condiciones especiales del menor, los servicios médicos que le ordenen resultan imprescindibles para recuperar su salud, tal como lo concluyó el funcionario de primera instancia, en la demanda se dejó de hacer referencia a la ausencia de recursos económicos por parte de la familia para asumir el costo de transporte. Eso se vino a mencionar en el escrito por medio del cual se impugnó el fallo, de manera que es hecho sobre el que los accionados no han tenido oportunidad de ejercer su derecho de defensa.

De todas formas, en este caso no se encuentra acreditada esa insuficiencia económica, pues se indicó por el Jefe Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional que el padre del menor se desempeña como patrullero de la Policía y que sus ingresos equivalen a $1.517.834,74, más subsidios, a lo que dijo la promotora de la acción, en el escrito por medio del cual impugnó el fallo, sin negar tal hecho, que ya no convive con el progenitor de su hijo, quien desentendió sus deberes parentales, razón por la cual dependen únicamente de la ayuda de sus padres. Eso, a juicio de la Sala, traduce que el padre del niño cuenta con los medios para procurarle transporte, cuando lo requiera para atender servicios médicos, sin que ante el incumplimiento de sus deberes en materia de alimentos, deba imponérsele la carga reclamada a las entidades accionadas, ya que además a los mecanismos legales debe acudir la peticionaria, para obtener del padre, la satisfacción de las necesidades del niño.

Tampoco se ha acreditado que se niegue el acceso a la salud del menor con la orden que solicita la actora sea impuesta en el fallo, pues no se le ha ordenado tratamiento en lugar diferente a esta ciudad, donde reside, lo que por ende, no genera un pago desproporcionado en pasajes.

En similar sentido se pronunció esta Sala en sentencia de tutela del 20 de junio de este año, expediente 66682-31-03-001-2018-00099-01.

En estas condiciones, puede decirse que no es procedente ordenar a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional cubrir los gastos de transporte solicitados y por tanto se debe confirmar la sentencia apelada.
Por lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E   : 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 5 de septiembre pasado, dentro de la acción de tutela que instauró la señora Yindri Marcela Pereira Daza, con la coadyuvancia de la Defensoría del Pueblo, en representación de su hijo Samuel Ríos Pereira, contra la Policía Nacional, la Dirección de Sanidad de esa entidad y el Ministerio de Defensa, a la que fue vinculada la Dirección de Sanidad de la Policía Regional Risaralda.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Con aclaración de voto)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-364 de 2005.


� Sentencias T-900 de 2002 ; T-197 de 2003 ; T-408 y T-861 de 2005 ; T-786 de 2006.


� Cfr. T-900 de 2002; T-197 de 2003; T-408 y T-861 de 2005; T-786 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia T-301 de 2009. Sobre el particular también se puede consultar la Sentencia T-780 de 2013.


� Sentencia T-760 de 2008.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.
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